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19 de marzo de 2012
I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 4 de junio de 2004 una petición presentada por Pedro Isabel Morales Ache, Ricardo González Gutiérrez y Cynthia Paola Lepe González (en adelante “peticionarios”), en nombre de J.C.R., ex médico con especialidad en oftalmología del Instituto Mexicano del Seguro Social (en adelante “presunta víctima”), en contra de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “el Estado” o “el Estado mexicano” o “México”), por presuntas violaciones a sus derechos a la igualdad ante la ley y a las garantías judiciales y a la protección judicial, en razón de haber sido declarada su invalidez, y en consecuencia, pensionado por ser portador del VIH (virus de inmunodeficiencia humana). 
2. Los peticionarios alegan que el Estado mexicano es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1 (integridad personal), 8.1 (garantías judiciales), 9 (principio de legalidad y de retroactividad), 11.2 y 11.3 (protección de la honra y dignidad), 24 (igualdad ante la ley), 25.1 (protección judicial) y 26 (desarrollo progresivo) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”), en concordancia con la obligación general del artículo 1.1 del citado instrumento internacional. Además, aducen la violación de los artículos 3 (obligación de no discriminación), 6.1 (derecho al trabajo), 7 (condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo) y 10.1 (derecho a la salud) del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante “Protocolo de San Salvador”). Sostienen que agotaron los recursos internos conforme a las disposiciones contenidas en el artículo 46 de la Convención Americana.

3. Respecto de los requisitos de admisibilidad, el Estado indica que la presunta víctima tuvo acceso a todos los recursos que prevé la ley interna y sostiene que tuvo a su disposición el recurso de revisión que no interpuso. Alega que los peticionarios pretenden que la CIDH se constituya en una cuarta instancia. Igualmente indica que la petición no se presentó dentro del  plazo establecido en la Convención Americana, porque la sentencia del Cuarto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito se dictó el 6 de octubre de 2003 y la petición fue presentada ante la CIDH ocho meses después, el 4 de junio de 2004. 
4. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que es inadmisible en virtud del incumplimiento del requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana, por haber sido presentada en forma extemporánea. La Comisión resolvió notificar el presente informe a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual para la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 4 de junio de 2004 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 513-04. El 10 de mayo de 2005, transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado de México, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH. El Estado solicitó una prórroga de cinco días el 11 de julio de 2005. La respuesta fue recibida el 18 de julio de 2005 y los anexos fueron recibidos el 25 de julio de 2005. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.
6. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios el 18 de octubre de 2011. Dicha comunicación fue debidamente trasladada al Estado. 
7. Asimismo, recibió información del Estado el 9 de mayo de 2011, siendo debidamente trasladada a los peticionarios.

8. Mediante comunicación de fecha 17 de enero de 2012, la CIDH solicitó a ambas partes copia de la sentencia emitida por el Cuarto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito en el Juicio de Amparo Directo Laboral 665/2003, así como la constancia de la fecha de su notificación. El Estado remitió la información solicitada el 10 de febrero de 2012.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
Los peticionarios

9. Los peticionarios alegan que el 31 de diciembre de 1988, J.C.R. inició una relación laboral por tiempo indefinido con el Instituto Mexicano del Seguro Social (en adelante “IMSS”), como médico no familiar con especialidad en oftalmología, desempeñándose en el Hospital General No. 24, en la ciudad de Nueva Rosita, Coahuila. 

10. Sostienen que a mediados del mes de septiembre de 1997, la presunta víctima acudió a los servicios médicos del IMSS  por encontrarse enfermo y se le diagnosticó un cuadro de vías respiratorias altas. Se le otorgó una incapacidad  temporal por 15 días a partir del 1 de septiembre de 1997.  Sostienen que el 1 de septiembre de 1997 fue detectado como portador del virus de la inmunodeficiencia adquirida (VIH) otorgándosele licencias de incapacidad “por periodos de 28 días y después por períodos de 7 días, hasta el 8 de junio de 1998”. Señalan que el 14 de abril de 1998 el IMSS elaboró un dictamen de invalidez en el cual se determinó el otorgamiento de una pensión de invalidez ya que supuestamente el pronóstico para desempeñar el trabajo remunerado por parte de la presunta víctima no era bueno por estar infectado con el VIH. Señalan que el 22 de julio de 1998, la Comisión Mixta de Jubilaciones y Pensiones del IMSS determinó en forma unilateral otorgar la pensión por invalidez a la presunta víctima.
11. Alegan que la presunta víctima se inconformó en contra del otorgamiento de la pensión por invalidez, a través de un escrito de fecha 11 de febrero de 1999, presentado ante la Jefatura Delegacional de Servicios Administrativos y dirigido al Delegado Estatal del IMSS. En este sentido, los peticionarios mantienen que el alegato del Estado en el sentido de que la presunta víctima habría solicitado la declaración de invalidez, no tiene sentido. 

12. Alegan que el Consejo Consultivo del IMSS omitió dictar resolución frente al recurso de inconformidad. Ante dicha situación indican que el 19 de julio de 1999 la presunta víctima promovió una demanda laboral – sin especificar los reclamos -  ante la Junta Especial No. 25 de la Federal de Conciliación y Arbitraje en residencia en Saltillo, Coahuila (exp. 357/99). Mediante laudo de fecha 14 de noviembre de 2001, la Junta Especial falló a favor del IMSS. 
13. Los peticionarios señalan que frente a dicho laudo, la presunta víctima promovió el 31 de enero de 2002 un recurso de amparo directo en materia laboral que fue resuelto a su favor por el Tercer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito. El Tribunal ordenó mediante sentencia de 16 de mayo de 2002 la reposición del procedimiento para que la Junta Especial subsanara violaciones procesales cometidas durante la substanciación del procedimiento. Señalan que se repuso el procedimiento y se desahogó la prueba pericial en materia de medicina, determinando tanto el perito designado por la presunta víctima como el perito tercero en discordia, que la presunta víctima sí podía laborar en su puesto y que sus síntomas no limitaban física y mentalmente el desarrollo de sus actividades laborales. A pesar de ello, alegan que la Junta Especial, mediante laudo de fecha 30 de abril de 2003 absolvió al IMSS de las prestaciones reclamadas. Según la información aportada, la Junta Especial determinó que la presunta víctima no acreditó su derecho a que se cancele la pensión de invalidez porque aún presenta el virus de inmunodeficiencia adquirida  y por lo tanto subsiste el estado de invalidez que fue declarado por el IMSS. Respecto del cambio a otro puesto, la Junta señaló que no es procedente porque conforme a la Ley Federal del Trabajo (Art. 498), sólo procede cuando a los trabajadores hubieran sufrido un riesgo de trabajo y no que hubieran adquirido una enfermedad general que le generara un estado de invalidez.
14. En contra del laudo del 30 de abril de 2003, señalan que la presunta víctima promovió un juicio de amparo directo en materia laboral y entre los argumentos sostuvo que: a) se habían violado sus garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica; b) indebidamente se determinó que era correcto que con el dictamen de invalidez se considere que por el hecho de presentar SIDA y Sarcoma de Kaposi, ello era razón para ser declarado inválido y pensionarlo; c) al valorar la solicitud de jubilación o pensión de fecha 7 de agosto de 1998, indebidamente se consideró que el IMSS había acreditado que otorgó la jubilación o pensión a la presunta víctima con motivo de la solicitud firmada por él y que dicho documento tiene valor probatorio porque no fue objetado en cuanto a autenticidad de contenido y firma; d) al emitir una pensión de invalidez por padecer VIH, y a su vez por pensionarlo unilateralmente, en el juicio laboral se le sometió a un ánimo discriminatorio observado por el IMSS por estar infectado de VIH; e) se omitió valorar debidamente el dictamen pericial rendido por el perito médico de la presunta víctima y el perito médico tercero que indicó que la presunta víctima al ser portador asintomático de VIH, puede laborar en su puesto específico pero no puede realizar actividades quirúrgicas con material punzo cortante; f) se omitió aplicar la disposición legal que contempla el supuesto de que para el caso que la presunta víctima no pueda desempeñar su trabajo pero sí otro, el patrón está obligado a proporcionárselo de conformidad con las disposiciones del Contrato Colectivo de Trabajo del IMSS. Mediante sentencia de 2 de octubre de 2003, el Cuarto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito determinó validar el laudo del 30 de abril de 2003. 
15. Con dicha decisión, los peticionarios sostienen que se habrían agotado los recursos internos. Respecto del recurso de revisión que alega el Estado debió ser agotado, indican que en contra de sentencias dictadas en materia de amparo directo, sólo procede dicho recurso de manera excepcional en supuestos restringidos “que no se actualizaron en el caso concreto”.

16. En cuanto al plazo, los peticionarios señalan que J.C.R. tuvo conocimiento de la existencia de la sentencia el 5 de diciembre de 2003 y en consecuencia la petición se encontraría dentro del plazo de los seis meses.
B. 
El Estado 

17. El Estado indica que la presunta víctima inició la relación laboral con el IMSS el 31 de diciembre de 1988. Después de nueve años de labores, en septiembre de 1997 se le diagnosticó  síndrome anémico y astenia adinamia lo que motivó que fuera examinado más detalladamente. Los resultados confirmaron anemia y se encontró el VIH.
18. Se le sometió a tratamiento antirretroviral al que respondió de manera favorable, sin embargo, aún con el tratamiento se presentaron posteriormente problemas graves de salud. Por ello, el área administrativa inició los trámites para el dictamen de Invalidez ST4 con base en la Guía Tridimensional del Trabajador, que es la evaluación de las capacidades frente a los requerimientos del puesto para pacientes con SIDA. El resultado de dicha investigación confirmó que presentaba VIH positivo además de otras complicaciones que lo catalogaban como SIDA. El Estado manifiesta que debido a las actividades médico-quirúrgicas que realizaba la presunta víctima en un medio hospitalario de “alto riesgo”, su salud podría seriamente verse comprometida de haber seguido ejerciendo las funciones laborales encomendadas. 
19. Sostiene que la presunta víctima, de forma paralela a que tuviera conocimiento de su padecimiento y de los resultados del tratamiento, solicitó de manera voluntaria la declaración de invalidez ante el IMSS. Manifiesta que una vez diagnosticado con VIH/SIDA y atendiendo a su solicitud de invalidez ante el IMSS, el 22 de julio de 1998 se le otorgó una pensión por invalidez conforme a las disposiciones del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Contrato Colectivo de Trabajo para los trabajadores del IMSS. 
20. Manifiesta que la presunta víctima se encuentra bajo la atención médica en la Delegación 16 del IMSS ubicada en la ciudad de Toluca del Estado de México.
21. Según lo alegado por el peticionario respecto de la interposición de un recurso de inconformidad ante el Consejo Consultivo Delegacional del IMSS el 11 de febrero de 1999, en el que afirmó que se encontraba en facultades para laborar y por lo tanto solicitó se cancelara la pensión por invalidez que él mismo había solicitado y que se le había otorgado, recurso al que según el peticionario nunca obtuvo respuesta, el Estado manifiesta que mediante laudo laboral de emitido por la Junta Especial No. 25 Federal de Conciliación y Arbitraje de fecha 14 de noviembre de 2001, se determinó que la presunta víctima nunca promovió un recurso ante al Consejo Consultivo y que la pensión por invalidez otorgada en su favor fue a solicitud expresa del peticionario y no de forma unilateral a solicitud del IMSS.
22. Frente a dicho laudo, afirma que la presunta víctima interpuso juicio de amparo ante el Tercer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito quien ordenó la reposición del procedimiento.  El 30 de abril de 2003, la Junta Especial No. 25 Federal de Conciliación y Arbitraje dictó nuevo laudo en el que negó la procedencia del reclamo de la presunta víctima.  Según información aportada por el Estado, se desprende del laudo que la presunta víctima no indicó que hubiera sido obligado bajo condiciones de coacción o ante un riesgo de despido firmar la solicitud de invalidez. Frente a dicha sentencia, la presunta víctima presentó otro juicio de amparo que fue resuelto a favor del IMSS por el Cuatro Tribunal Colegiado del Octavo Circuito.

23.  Según el Estado, de todo el proceso actuado a nivel interno no se desprende acto o hecho que permita presumir una violación a sus derechos humanos. Asimismo indica que se garantizaron los derechos de la presunta víctima a las garantías judiciales y protección judicial. La presunta víctima no sustentó una práctica discriminatoria por parte del Estado durante el procedimiento respecto de la pensión de invalidez.
24. En cuanto al agotamiento de los recursos internos, el Estado indica que la presunta víctima tuvo acceso a todos los recursos que prevé la ley interna con lo cual pretende que la CIDH se constituya en una cuarta instancia. Asimismo, sostiene que la presunta víctima no agotó los recursos a nivel interno porque tenía a su disposición el recurso de revisión frente al juicio de amparo interpuesto. Finalmente, indica que la petición no se presentó en plazo ya que la sentencia del Cuarto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito se dictó el 6 de octubre de 2003 y la petición fue presentada ante la CIDH ocho meses después, el 4 de junio de 2004. 
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia 
25. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien el Estado de México se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que México es un Estado parte en la Convención Americana desde el 24 de marzo de 1981, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación y del Protocolo de San Salvador desde el 16 de abril de 1996, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana, que habrían tenido lugar dentro del territorio de México, Estado Parte en dicho tratado.  
26. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraban en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B. Otros requisitos de admisibilidad
1.
Agotamiento de los recursos internos

27. En el presente caso existe una controversia respecto del agotamiento de los recursos internos. El Estado sostiene que frente al juicio de amparo que fue desfavorable a la presunta víctima, existía a su disposición el recurso de revisión. Los peticionarios por su parte señalan que con la sentencia emitida el 2 de octubre de 2003 por el Cuarto Tribunal Colegiado, se agotaron los recursos internos. 
28. La Comisión observa que la presunta víctima promovió el 19 de julio de 1999 una demanda laboral ante la Junta Especial No. 25 Federal de Conciliación y Arbitraje, que emitió el 14 de noviembre de 2001 un laudo a favor del IMSS. Frente a dicho laudo, la presunta víctima interpuso un juicio de amparo ante el Tercer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito. Dicho Tribunal ordenó la reposición del procedimiento y el 30 de abril de 2003, la Junta Especial No. 25 Federal de Conciliación y Arbitraje dictó nuevo laudo en el que negó la procedencia del reclamo de la presunta víctima.  Frente a dicha sentencia, la presunta víctima presentó otro juicio de amparo ante el Cuarto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, que mediante sentencia de fecha 2 de octubre de 2003, validó el laudo emitido el 30 de abril de 2003.

29. Al considerar la posición de las partes sobre el agotamiento, la Comisión observa que el peticionario recurrió a la vía laboral y con la emisión del laudo de fecha 30 de abril de 2003, el peticionario agotó los recursos ordinarios. La presunta víctima asimismo  presentó dos recursos de amparo que fueron fallados en su contra. Sobre el particular, la CIDH nota que tanto el recurso de amparo como el de revisión de amparo, son recursos de naturaleza extraordinaria, mientras que, en principio, los peticionarios deberían interponer y agotar los recursos ordinarios. 
30. Efectivamente, la CIDH ha establecido que el requisito de agotamiento de los recursos internos no significa que las presuntas víctimas tengan la obligación de agotar todos los recursos que tengan disponibles. Tanto la Corte, como la Comisión han sostenido en reiteradas oportunidades que “(…) la regla que exige el previo agotamiento de los recursos internos está concebida en interés del Estado, pues busca dispensarlo de responder ante un órgano internacional por actos que se le imputen, antes de haber tenido la ocasión de remediarlos con sus propios medios”
. En consecuencia, si la presunta víctima planteó la cuestión por alguna de las alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional está cumplida
.
31. En consecuencia, con base en los términos del artículo 46 de la Convención  la Comisión concluye que el requisito de previo agotamiento se encuentra satisfecho. En consecuencia, la Comisión Interamericana verifica que se han agotado los recursos previstos por la legislación mexicana y determina que la petición analizada cumple el requisito exigido en el artículo 46.1.a de la Convención.

2.
Plazo de presentación de una petición 

32. Bajo el artículo 46.1.b) de la Convención Americana, la petición debe “presentarse dentro de un plazo de seis meses contado a partir de la fecha en que se haya notificado a los peticionarios de la sentencia definitiva.” Al referirse a dicho artículo,  la CIDH ha determinado que el plazo de seis meses “tiene un propósito doble: asegurar la certeza jurídica y proporcionar a la persona involucrada tiempo suficiente para considerar su posición”
. 
33. La CIDH ha establecido asimismo que “el plazo de seis meses debe contarse a partir de la notificación de la sentencia que agotó la jurisdicción interna, o desde la fecha en que los peticionarios tomaron conocimiento de ella”
.  Al respecto, la Comisión Interamericana observa que la fecha de la sentencia que puso fin al proceso judicial interno fue dictada el 2 de octubre de 2003. El peticionario señala que tuvo conocimiento de la sentencia el 5 de diciembre de 2003 y por lo tanto, al haber presentado la petición el 4 de junio de 2004, estaría dentro del plazo de los seis meses. El peticionario no ha presentado alegatos respecto de los motivos por los cuales habría tenido conocimiento de la sentencia dos meses con posterioridad a su emisión. Por su parte, el Estado señala que pasaron ocho meses desde la emisión de la sentencia hasta la interposición de la denuncia ante la CIDH por lo que la petición se encontraría fuera de plazo.
34. En vista de la controversia entre las partes respecto del plazo de presentación, corresponde analizar la notificación de los juicios de amparo bajo la legislación interna. La CIDH observa que la Ley de Amparo de los Estados Unidos Mexicanos establece en sus artículos 28 y 29, que las notificaciones en los juicios de amparo de la competencia de los Tribunales Colegiados del Distrito, que no se refieran a autoridades responsables y autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, se deberán realizar por medio de lista.
Artículo 29

III Fuera de los casos a que se refieren las fracciones anteriores [refiriéndose a autoridades responsables y autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, y al Procurador General de la República,] las notificaciones, en materia de amparo, en la Suprema Corte de Justicia o en los Tribunales Colegiados de Circuito, se harán con arreglo a las fracciones II y III del artículo precedente.

Art.28 apartado III

III.- A los agraviados no privados de la libertad personal, a los terceros perjudicados, a los apoderados, procuradores, defensores, representantes, personas autorizadas para oír notificaciones y al Ministerio Público, por medio de lista que se fijará en lugar visible y de fácil acceso, del juzgado. La lista se fijará a primera hora de despacho del día siguiente al de la fecha de la resolución. Si alguna de las partes mencionadas no se presenta a oír notificación personal hasta las catorce horas del mismo día, se tendrá por hecha, poniendo el actuario la razón correspondiente.

35. La CIDH nota que en la petición materia de análisis, la situación del peticionario se enmarca en el artículo 29 y en el artículo 28, apartado III, de la Ley de Amparo. Es decir, la notificación debía realizarse mediante la publicación en lista. En efecto, la CIDH observa que, según documentos aportados por las partes, el 3 de octubre de 2003 se publicó la sentencia en lista. Frente a los alegatos de presentación extemporánea por parte del Estado, el peticionario no ha presentado alegatos respecto de los motivos por los cuales habría tenido conocimiento de la sentencia dos meses con posterioridad a su emisión. La Comisión observa, asimismo, que el peticionario contó con representación de un abogado en dicho proceso. Consecuentemente, conforme a la legislación interna, se tuvo por notificada a la presunta víctima en la fecha referida. 
36.  En vista de lo anterior y considerando que esta petición fue recibida en la sede de la Comisión Interamericana el  4 de junio de 2004, la CIDH concluye que el período de seis meses contado a partir de la fecha en que el peticionario tuvo conocimiento de la sentencia final en los tribunales internos ya había vencido.  Por lo tanto, la petición no cumple con el requisito estipulado en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana.

37. La Comisión se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención
.

V. CONCLUSIONES

38. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 46.1.b. de la Convención Americana y, en consecuencia, 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición conforme al artículo 46.1.b de la Convención Americana.
2. Notificar la presente decisión a las partes.

3. Hacer público el presente informe y publicarlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. 
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� Mediante solicitud de la presunta víctima recibida el 21 de agosto de 2014, se reserva su identidad.


� Corte I.D.H., Asunto de Viviana Gallardo y otras. Serie A No.G 101/81, párr. 26.


� CIDH, Informe N° 57/03 (Admisibilidad), petición 12.337, Marcela Andrea Valdés Díaz, Chile, 10 de octubre de 2003, párr. 40.


� CIDH, Informe 17/03, Petición 11.825, Inadmisibilidad, María Estela Acosta Hernández y otros (Explosiones en el Sector Reforma de Guadalajara), México, 20 de febrero de 2003, párrafo 32.





� CIDH Informe No. 17/03, Petición 11.823, Inadmisibilidad, María Estela Acosta Hernández y otros (Explosiones en el Sector Reforma de Guadalajara), México, 20 de febrero de 2003, párrafo 33.


� CIDH, Informe No. 14/10, Petición 3576-02, Inadmisibilidad, Trabajadores Despedidos de Lanificio del Perú S.A., Perú, 16 de marzo de 2010, párr. 35; Informe No. 135/09, Petición 291-05, Inadmisibilidad, Jaime Salinas Sedó, Perú, 12 de noviembre de 2009, párr. 37 e Informe No. 42/09, Petición 443-03, Inadmisibilidad, David José Ríos Martínez, Perú, 27 de marzo de 2009, párr. 38. 
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